
CONTROL DIFUSO. SU ACTUALIDAD EN MÉXICO. MEDIOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN MÉXICO
[bookmark: _GoBack]El control difuso implica que todos los jueces de una república, están habilitados constitucionalmente para declarar la inconstitucionalidad de leyes contrarias a la Constitución General y con base en ello, inaplicar dicha norma a un caso concreto (E.U.A), o expulsarla del orden jurídico. Contrario a ellos sería un sistema de “control concentrado” en el que sólo jueces específicos pueden declarar dicha inconstitucionalidad de normas (México antes de 2013), sólo los jueces del Poder Judicial Federal, con prohibición a los jueces locales, en juicios de constitucionalidad: amparo, controversia, constitucional, acción de inconstitucionalidad. La definición del control difuso tuvo su origen en 1803 en los E.U.A., al resolver el famoso caso Marbury contra Madison, en el cual se reconoció el derecho de los jueces locales a determinar la inconstitucionalidad de una ley local.                                                                

i.- Formalmente

Lo permite la CPEUM en su Art. 133 in fine, sin limitación alguna: 

Art. 133… Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.

ii.- Jurisprudencia previa de la SCJN 

Lo prohibía en cualquier materia: 

No. Reg. 193,435; Instancia: Pleno; Tesis: P./J. 74/99 
CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN. El texto expreso del artículo 133 de la Constitución Federal previene que "Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.". En dicho sentido literal llegó a pronunciarse la Suprema Corte de Justicia; sin embargo, la postura sustentada con posterioridad por este Alto Tribunal, de manera predominante, ha sido en otro sentido, tomando en cuenta UNA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL PRECEPTO y los principios que conforman nuestra Constitución. En efecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 133 constitucional, no es fuente de facultades de control constitucional para las autoridades que ejercen funciones materialmente jurisdiccionales, respecto de actos ajenos, como son las leyes emanadas del propio Congreso, ni de sus propias actuaciones, que les permitan desconocer unos y otros, pues dicho precepto debe ser interpretado A LA LUZ DEL RÉGIMEN PREVISTO POR LA PROPIA CARTA MAGNA para ese efecto.

iii.- Caso Rosendo Radilla Pacheco 

El 25 de agosto de 1974, detuvieron ilegalmente en un retén militar al señor Rosendo Radilla Pacheco, maestro y compositor de corridos de izquierda, amigo de Lucio Cabañas; fue visto con vida por última vez en el Ex Cuartel Militar de Atoyac de Álvarez, Guerrero. Rosendo Radilla fue un destacado y querido líder social del municipio de Atoyac de Álvarez, Guerrero, quien trabajó por la salud y educación de su pueblo del que fue presidente Municipal. Treinta y nueve años después, su paradero sigue siendo desconocido produciéndose el delito de “desaparición forzada de persona”, el cual no ha prescrito. Por criterio de la SCJN se dispuso que este delito no prescribe hasta en tanto no se encuentren los restos mortales de la persona o aparezca con vida: 

Época: Novena Época; Registro: 180653; Instancia: Pleno; Tesis: P./J. 87/2004 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL PLAZO PARA QUE OPERE SU PRESCRIPCIÓN INICIA HASTA QUE APARECE LA VÍCTIMA O SE ESTABLECE SU DESTINO. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 102, fracción IV y 7o. del Código Penal Federal, tratándose de delitos permanentes o continuos, que son aquellos que se caracterizan por su consumación duradera, el plazo para la prescripción inicia a partir de que cesa su consumación. En tal orden de ideas, si el delito de desaparición forzada de personas que contempla el artículo II de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el día nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro (que coincide con el previsto en los artículos 215-A del Código Penal Federal y 168 del Código Penal del Distrito Federal) tiene esa naturaleza, en tanto que se consuma momento a momento durante todo el tiempo en que la víctima se encuentra desaparecida, ha de concluirse que el plazo para que opere su prescripción de acuerdo con lo establecido en los numerales primeramente citados, empieza a correr hasta que la conducta ilícita deja de consumarse, esto es, cuando el sujeto pasivo aparece (vivo o muerto) o se establece su destino. 

Tras innumerables intentos de defensa jurídica (denuncias a procuradurías locales y federales) y quejas de derechos humanos (estatal y federal), sus hijos logran una sentencia a favor en la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y obliga a autoridades mexicanas a cambios legislativos, administrativos y judiciales en materia de derechos humanos.  

La sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Obliga a México a: 

1º.- Investigación de los hechos.  
2º.- Continuar con la búsqueda del Sr. Radilla Pacheco o sus restos mortales. 
3º.- Modificar el art. 57 del Código de Justicia Militar, que daba fuero a los jueces militares en asuntos que participara la sociedad civil. 
4º.- Adoptar medidas legislativas constitucionales, (cumplido en junio de 2011 dentro del   Control de Convencionalidad). 
5º.- Programas de análisis de la jurisprudencia de protección de Derechos Humanos
6º.- Acto Público de responsabilidad en el presente caso. 
7º. Semblanza de la vida de Rosendo Radilla Pacheco. 
8º.- Pagar indemnización por daño material e inmaterial. 

iv.- La nueva postura de la SCJN y el control difuso 

Lo anterior dio pauta a un nuevo criterio jurisprudencial respecto del Control Difuso, se permite y exige en materia de derechos humanos. 

PRINCIPIO “PRO PERSONA” 

Época: Décima Época; Registro: 160589; Tesis: P. LXVII/2011 

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en  los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia. 

PLENO. VARIOS 912/2010. 14 de julio de 2011. Mayoría de siete votos; votaron en contra: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Jorge Mario Pardo Rebolledo con salvedades y Luis María Aguilar Morales con salvedades. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio. El Tribunal Pleno, el veintiocho de noviembre en curso, aprobó, con el número LXVII/2011(9a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de noviembre de dos mil once. Nota: En la resolución emitida el 25 de octubre de 2011 por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en el punto único se determinó: "Único. Han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: ‘CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.’ y ‘CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.’", conclusión a la que se arribó en virtud del marco constitucional generado con motivo de la entrada en vigor del Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011. La tesis P./J. 73/99 y P./J. 74/99 anteriormente citadas aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, agosto de 1999, páginas 18 y 5, respectivamente. 


Décima Época; Registro: 2000008; Instancia: PLENO; Tesis: P. I/2011; (10a.) 
CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional modificados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales P./J. 73/99 y P./J. 74/99, de rubros: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.". 
PLENO. SOLICITUD DE MODIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA 22/2011. Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 25 de octubre de 2011. Mayoría de nueve votos; votaron en contra y por la modificación de las tesis jurisprudenciales respectivas: Sergio A. Valls Hernández y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Ignacio Valdés Barreiro, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Rafael Coello Cetina. El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número I/2011 (10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintinueve de noviembre de dos mil once. 

Notas: Las tesis P./J. 73/99 y P./J. 74/99 citadas aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, agosto de 1999, páginas 18 y 5, respectivamente. La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en la cual el Pleno, por mayoría de nueve votos, determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN". 

La supremacía constitucional prevalece incluso frente a tratados internacionales en materia de derechos humanos: 

Décima Época, Registro 2006224, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, Página 202.
DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL. El primer párrafo del artículo 1o. constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte. De la interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende que las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo del citado artículo 1o., cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le brinda supremacía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del orden jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser acordes con la misma, tanto en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; lo que sí ha evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha supremacía en el orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación del catálogo de derechos humanos previsto dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de esta supremacía constitucional. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y actos que forman parte del orden jurídico mexicano.” 

La jerarquía de las normas sirve para en caso de controversia normativa la jerárquicamente superior se aplica y ese inaplicada o incluso se le expulsa del orden jurídico a la que contraviene la Constitución, que está en la cúspide.

Cuadro de Control Constitucional que contiene los 
10 principales medios existentes en la CPEUM.
MEDIOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL SISTEMA MEXICANO

	1.- JUICIO DE AMPARO  (L)             (PJF)
	2.-CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL (O)   (PJF) (*)  

	3.- ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD (PJF) (L y O)[footnoteRef:1](*) [1:  El juicio de Acción de Inconstitucionalidad, lo interpone una autoridad contra tratados y leyes y al ser una acción abstracta puede tanto ocuparse de reglas dogmáticas o referentes a la libertad de las personas (L) o atender una posible inconstitucionalidad orgánica por invasión de esfera competencial (O) por lo tanto L y O.  ] 

	4.- FACULTAD DE INVESTIGACIÓN 	  (OCA)[footnoteRef:2] (L) [2:  Órgano Constitucional Autónomo.] 



	5.- JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO (PJF)  (L)
	6.- JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL (L) (PJF)

	7.- QUEJA DE DERECHOS HUMANOS  (OCA) (L)
	8.- JUICIO POLÍTICO. (O y L).    


	9.- REVISIÓN OFICIOSA DE LAS PREVENCIONES GENERALES DEL EJECUTIVO EN SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS (PJF) (L)

	10.- REVISIÓN OFICIOSA DE LA CONSTITUCIONALIDLAD DE LA MATERIA DE CONSULTA POPULAR A QUE CONVOQUE EL CONGRESO. (PJF) (L)


		
(L)	= TUTELA LA LIBERTAD, PARTE DOGMATICA. 
(O) 	=TUTELA LA PARTE ORGÁNICA, PODER POLÍTICO, ORGANIZACIÓN DE LA AUTORIDAD.
(PJF)	= ATRIBUIDO EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.
(L y O) 	= PUEDE TUTELAR TANTO LA PARTE DE DOGMÁRICA COMO ORGÁNICA.
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